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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
PRIMERO. – La parte actora, ANTONIO JOSÉ CASADO AMAYA, propietario de la 
vivienda sita en el edificio ubicado en la C/: Andalucía nº 43 4ºB de Melilla ejercita, al 
amparo de lo establecido en el artículo 1902 del Código Civil, acción de responsabilidad 
extracontractual por los daños ocasionados en la vivienda de su propiedad por 
filtraciones de agua procedentes de la terraza de la vivienda ático propiedad del 
demandado, interesando el pago de los daños y la condena a reparar el origen de los 
mismos.  
 
La parte demandada se encuentra en situación de rebeldía procesal. No obstante, debe 
tenerse en cuenta que el artículo 496.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil establece que 
“La declaración de rebeldía no se considerará como allanamiento ni como admisión de 
los hechos de la demanda, salvo los casos en que la ley expresamente disponga lo 
contrario.” Por tanto, la situación de rebeldía procesal no libera al demandante de la 
carga de acreditar los hechos constitutivos de su pretensión, pues el silencio del rebelde 
no implica confesión de los hechos de la demanda, ni lleva consigo la condena del 
rebelde (SSTS 29 de marzo de 1980). 
 
SEGUNDO. – Centrándonos en la cuestión de fondo objeto de la litis, constituye doctrina 
jurisprudencia reiterada y consolidada la que señala que los tres presupuestos de la 
llamada responsabilidad extracontractual del artículo 1902 del Código Civil son: 1º) una 
acción u omisión voluntaria y libre, en tanto productora de un daño y antijurídica en 
cuanto atenta al principio de <<alterum non laedere>>, 2º) la causación de un daño, que 
es a su vez el objeto de la obligación a reparar. 3º) El nexo causal entre aquella acción 
u omisión y este daño, que se rompe cuando se produce (y se prueba) una acción de 
tercero o del propio perjudicado o caso fortuito o fuerza mayor. El tan discutible elemento 
de la culpabilidad existe en el texto del artículo 1902 del Código Civil y en la realidad, 
pero lo que ha ido evolucionando es su prueba y se tiende a estimarla inmersa en el 
primero, la acción u omisión, en el sentido de que si ésta, con nexo causal, produce un 
daño, necesariamente la culpa se halla en la acción u omisión pues, a no ser que medie 
dolo, no se habría producido daño de no haber culpa; es decir, se da un desplazamiento 
de la culpa al nexo causal. Dándose una acción u omisión que causa –nexo causal—un 
daño (culpable o dolosamente en cuanto causante de daño) nace la obligación de 
repararlo <<in natura>> o por equivalencia, mediante la indemnización de daños y 
perjuicios. 
 
Por ello puede concluirse, que en este tipo de responsabilidad siempre será requisito 
ineludible la exigencia de una relación de causalidad entre la conducta activa o pasiva 
del demandado y el resultado dañoso producido, de tal modo que la responsabilidad se 
desvanece si el expresado nexo causal no ha podido concretarse, por ser desconocida 
la causa generadora del evento dañoso. La determinación por consiguiente, de que el 
daño se ha producido por acción u omisión culposa o negligente imputable al 
demandado, constituye ineludible presupuesto de la acción ejercitada, al que no alcanza 
la inversión de la carga de la prueba, sino que, como hecho constitutivo de la pretensión 
entablada, conforma carga de la prueba de la parte actora, y cuya deficiencia o 
insuficiencia acreditativa corre en el proceso en su contra, en virtud de una elemental 
aplicación de las reglas distributivas del onus probandi (artículo 217 de la LEC). 
 
Asimismo, debe tenerse en cuenta que el artículo 386 del Código Civil establece que “A 
partir de un hecho admitido o probado, el tribunal podrá presumir la certeza, a los efectos 
del proceso, de otro hecho, si entre el admitido o demostrado y el presunto existe un 
enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano”:  
 
De acuerdo con lo anteriormente expuesto, de la valoración conjunta de la de prueba 
practicada y por vía de presunciones judiciales, no puede más que concluirse que en el 
presente caso han resultado acreditados cada uno de los presupuestos determinantes 
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